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			Son numerosos los títulos que han analizado la Guerra Civil, pero pocos se han centrado en las diferentes operaciones golpistas previas. Este libro aborda las conspiraciones que acaecieron en el periodo republicano, centrándose en la que derivó en la sublevación de julio de 1936, y plantea la hipótesis de que existe un enlace entre todas ellas. La característica fundamental de este conjunto de tramas fue su componente militar, que aparecía subordinado a un proyecto político, elaborado por civiles y articulado en torno a una ideología específica. Y fue este planteamiento reduccionista, precisamente, el que conllevó su fracaso. Esta obra intenta responder a un conjunto de preguntas de gran trascendencia para conocer la reciente historia de España, como, por ejemplo, ¿quiénes fueron los militares que dirigieron estas tramas? ¿Qué papel desempeñó Franco en su organización? ¿Fue una operación limitada a unas cuantas provincias o afectó a todo el territorio español?
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INTRODUCCIÓN


			Quizá el interés por la Guerra Civil española se base en la nostalgia por parte de los que la vivieron, desde la derecha y la izquierda, y en el romanticismo político por parte de los jóvenes. Después de todo, hay motivos suficientes para presentarla como «la última gran causa». No fue casual que la contienda inspirara a los más grandes escritores de la época de un modo que no se ha repetido en ningún conflicto posterior. Sin embargo, dejando de lado la nostalgia y el romanticismo, es imposible exagerar la verdadera importancia histórica de la guerra; más allá de su impacto en la propia España se convirtió, en gran medida, en el centro de gravedad de los años treinta.

			La opinión de Paul Preston[1] sobre la trascendencia del conflicto español para sus contemporáneos fue compartida por un historiador ideológicamente tan diferente como Ernst Nolte[2]. Pero esa importancia ha superado a las personas que lo vivieron, como se refleja en los más de 30.000 libros escritos sobre el tema. De hecho, no solo constituyó el acontecimiento central de la historia de España del siglo XX, cuyas consecuencias se extienden hasta nuestros días, sino que tuvo una notable influencia mundial, como reconocieron Preston y Nolte, y no únicamente en los años treinta, sino también en las décadas posteriores. Así, los vencedores de la contienda, que desde el primer momento la presentaron como el triunfo de la España «eterna» sobre el comunismo internacional o, más ampliamente, sobre una supuesta conspiración judeo-masónica-bolchevique, aprovecharon esa posición ideológica para presentar al franquismo como un régimen cercano a los postulados del bloque occidental durante la Guerra Fría[3]. Dicho posicionamiento fue aceptado por la administración norteamericana del presidente republicano Dwight D. Eisenhower y permitió al régimen superar el aislamiento al que había sido sometido por sus relaciones con los Estados fascistas derrotados en la Segunda Guerra Mundial. Por el contrario, los perdedores intentaron presentarse como los defensores de la democracia contra el fascismo, y recabar así la ayuda de los aliados para derrocar al general Francisco Franco Bahamonde, pero no lo consiguieron. Sin embargo, en la actualidad, como señaló Joan Maria Thomàs[4], esas dialécticas simplistas parecen superadas, pues cuando se inició el conflicto había tan pocos judíos, comunistas y demócratas liberales en un bando como fascistas —y también demócratas— en el otro. 

			Pero, más allá de estas interpretaciones, la mayoría de los libros sobre el conflicto se han ocupado de estudiar las causas que lo provocaron, la sublevación que se desencadenó entre el 17 y el 20 de julio o el propio desarrollo de la guerra entre 1936 y 1939. Por el contrario, el estudio de las diferentes conspiraciones que tuvieron lugar en el periodo republicano, incluida la que dio lugar a la rebelión que comenzó en el mes de julio de 1936, ha tenido menos interés. Es cierto que entre 1939 y 1943, el periodista franquista Joaquín Arrarás publicó su monumental Historia de la cruzada española[5], con ilustraciones de Carlos Sáenz de Tejada. Pero esta obra, que todavía sigue utilizándose —a veces sin citarse—, adolecía de un planteamiento erróneo: su autor quiso presentar la rebelión que estalló en julio de 1936 como un alzamiento nacional. Para hacerlo no dudó en aceptar los testimonios de personas que no desempeñaron ningún papel en la conjura y atribuyó responsabilidades en la misma a otras que murieron durante el conflicto. El resultado fue que en numerosas provincias se explicaba la existencia de complejas tramas conspirativas con anterioridad al 17 de julio cuando realmente nunca existieron. Veintiséis años después de que Arrarás terminase su obra, salió a la venta Historia de la Guerra Civil española: perspectivas y antecedentes[6], escrita por el historiador Ricardo de la Cierva. En este libro se estudiaba la conspiración del general de brigada de Infantería Emilio Mola Vidal, «El Director»,tanto desde el punto de vista político como desde el castrense. El resultado de aquel trabajo fue la definición del concepto de frente cívico-militar para definir los dos componentes que había tenido la sublevación de julio de 1936. Sin embargo, no abordó su análisis de forma sistemática, ni enlazó las operaciones golpistas que la precedieron con la de «El Director», ni investigó su desarrollo en todas las provincias españolas.

			En el siglo XXI se han publicado diversas obras que acometían el tema de la conspiración de Mola. Pero, ya fuese porque su tamaño era reducido —Puell[7] y Cardona[8]—, o porque no era el tema central del libro —Alía Miranda[9], Aróstegui[10], ­Martínez Bande[11], Moradiellos[12] o Platón[13]—, lo cierto es que ninguna analizaba en profundidad las diferentes operaciones golpistas que se sucedieron entre 1931 y 1936, y más concretamente la de Mola.

			Este libro pretende llenar ese vacío, y para hacerlo no solo se explican las diferentes conspiraciones que tuvieron lugar en el periodo republicano, centrándose en la que derivó en la sublevación de julio de 1936, sino que planteamos la hipótesis de que existieron elementos comunes entre ellas, que terminaron sumándose en la de julio de 1936. Este conjunto de operaciones, cronológicamente, se desarrollarían en dos fases claramente diferenciadas. La primera se extendió entre 1931 y 1934, y estuvo dominada por los monárquicos alfonsinos, seguidores de Alfonso XIII —aunque también se puso en marcha un proyecto carlista autónomo—, cuyo objetivo fundamental era el restablecimiento de la Corona, que había sido derrocada el 14 de abril de 1931. No obstante, también se desencadenó otra cuyo proyecto político se asemejaba a la de julio de 1936: el golpe de Estado del 10 de agosto de 1932 o «Sanjurjada» —dirigido por los tenientes generales Emilio Barrera Luyando y José Sanjurjo Sacanell—, ya que se articulaba sobre la colaboración entre republicanos moderados y monárquicos, y su objetivo inicial era el mantenimiento de la República, gobernada por un ejecutivo de coalición de fuerzas de la derecha. La característica fundamental de todas estas tramas fue que el componente militar aparecía subordinado a un proyecto político elaborado por civiles y basado en una ideología específica. Fue ese planteamiento reduccionista una de las causas fundamentales de su fracaso. Esta fase terminó con la Revolución de Octubre de 1934, que supuso un trauma para todos los sectores conservadores, así como el basculamiento del liderazgo golpista de los civiles a los militares, que, a partir de ese momento, se hicieron con el control de las operaciones golpistas. Acciones cuyo objetivo no era tanto la destrucción de la República como régimen, sino la neutralización de un proceso revolucionario que consideraban latente. 

			No obstante, estas tramas golpistas tuvieron un momento de impasse en la segunda mitad de 1935, coincidiendo con el momento de máximo prestigio del líder de la derechista Confederación Española de Derechas Autónomas (CEDA) José María Gil-Robles, al frente del Ministerio de la Guerra. Durante esos meses, todas las fuerzas contrarrevolucionarias —salvo Falange Española de las Juntas de Ofensiva Nacional Sindicalista (FE de las JONS)— esperaron que este político fuera capaz de estabilizar y derechizar la República desde la legalidad, impidiendo así que pudiera repetirse un nuevo conato revolucionario, pero neutralizando también su carácter reformista radical. 

			El fracaso de Gil-Robles abrió la segunda fase, que se desarrolló entre enero y julio de 1936, y en la que se distinguieron tres etapas. 

			La primera, que abarcó los meses de enero y febrero, estuvo definida por dos dinámicas paralelas. Por un lado, el intento de las fuerzas políticas de la derecha de unirse en una coalición capaz de rivalizar con el izquierdista Frente Popular en las elecciones del 16 de febrero de 1936. Por otro, la puesta en marcha de una operación golpista dirigida por el general de división Manuel Goded Llopis, de carácter estrictamente militar. Ambas dinámicas fracasaron, ya que el Frente Popular obtuvo la mayoría absoluta en las elecciones de febrero de 1936 y el golpe de Goded nunca llegó a ponerse en marcha. 

			La segunda etapa, que se extendió desde marzo hasta mayo, se definió por tres dinámicas. La primera, el deterioro de la convivencia y el convencimiento paulatino por parte de los líderes de la derecha —pero también de la mayoría de sus militantes— de que el Gobierno del Frente Popular no solo era incapaz de asegurar sus intereses socioeconómicos, sino también sus derechos como ciudadanos. La segunda, la puesta en marcha de una nueva operación golpista, estrictamente militar, bajo la dirección de la Junta de Generales. Y la tercera, la organización de la última conspiración, dirigida por una fuerza política, la Comunión Tradicionalista, de ideología carlista. Estas dos tramas también fracasaron porque la primera fue desbaratada por el Ejecutivo y la segunda no pudo ponerse en marcha.

			La tercera etapa se prolongó desde finales de mayo hasta julio. Fue en este periodo cuando se gestó la trama conspirativa de Mola, cuya característica fundamental fue la articulación de un frente cívico-militar en torno a un programa político y no sobre una ideología concreta. Esta característica, que no existió en ninguna de las operaciones anteriores, junto con el deterioro de la situación de España en esos meses, le permitió sumar los apoyos necesarios para desencadenar la rebelión que comenzó el 17 de julio de 1936.

			Para desarrollar esta hipótesis hemos manejado numerosas fuentes primarias —muchas de ellas inéditas— y secundarias que aparecen recogidas en la Bibliografía. De ellas destacan los fondos de la Causa General, cuyo origen estuvo en el Decreto de 26 de abril de 1940, concediendo amplias facultades al fiscal del Tribunal Supremo para proceder a instruir «Causa general» en la que se reúnan las pruebas de los hechos delictivos cometidos en todo el territorio nacional durante la dominación roja. De esta rica documentación, hemos utilizado especialmente la pieza número 2, titulada «Del Alzamiento Nacional, Antecedentes, Ejército Rojo y Liberación» de cada una de las provincias en las que fracasó la rebelión, pues incluye numerosa información sobre lo ocurrido en ese territorio con anterioridad al 17 de julio de 1936. Esta fuente la utilizó por primera vez Ricardo de la Cierva y, posteriormente, Alía Miranda hizo un uso intensivo de la misma para su obra. También debe reseñarse la documentación que se conserva en la Universidad de Navarra, en el fondo del líder carlista Manuel Fal Conde, clave para conocer el papel de este partido en las conspiraciones contra la Segunda República, así como la que guarda la Fundación Universitaria Española correspondiente al político monárquico Pedro Sainz Rodríguez, y la Fundación Antonio Maura, sobre Miguel Maura Gamazo. También hemos dado gran importancia a la obra de José María Iribarren —secretario de «El Director» durante la contienda— titulada Con el general Mola: escenas y aspectos iné­ditos de la Guerra civil[14], ya que constituye una fuente fundamental para conocer el pensamiento y el papel de Mola durante la conspiración y la Guerra Civil, dado que se publicó en mayo de 1937 —por tanto, antes de la muerte del general— y fue revisada por él personalmente[15]. La importancia de este libro aumenta más si cabe por el hecho de que el diario que llevaba «El Director» sobre la conspiración y sus detalladísimas memorias, de las que ya había escrito 500 folios, fueron requisadas por la Policía el mismo día de su muerte, el 3 de junio de 1937, y en la actualidad están desaparecidas[16]. 

			Sobre estas fuentes hemos construido nuestra obra, que se divide en tres partes. En la primera se explican las diferentes tramas conspirativas contra la Segunda República que se desarrollaron desde 1931 hasta 1934, más el año 1935, caracterizado por la presencia de la CEDA en el Gobierno. Igualmente, se abordan las condiciones de partida de la Segunda República y los acontecimientos y procesos históricos que en este periodo favorecieron el desarrollo de las operaciones contra el régimen y/o el Gobierno. 

			En la segunda parte se analizan las dos primeras etapas de la segunda fase, haciendo especial hincapié en cinco procesos: el primero, el fracaso de la coalición antirrevolucionaria; el segundo, la trama puesta en marcha por Goded; el tercero, la evolución de España en este periodo, explicando la aparición de una serie de dinámicas que deterioraron la convivencia; el cuarto, el golpe de Estado de la Junta de Generales, analizando sus características y su influencia en la conspiración de Mola, y el quinto, el proyecto golpista de la Comunión Tradicionalista.

			En la tercera y última se realiza el estudio de la conspiración de Mola, centrándonos en tres aspectos. El primero analiza, por un lado, la dinámica por la cual este general se convirtió en «El Director» de la gran conspiración contra el Frente Popular. Por otro, la evolución de España entre finales de mayo y el 16 de julio, describiendo las dinámicas que habían aparecido en los meses anteriores y que en este periodo se aceleraron. También se examina el asesinato del líder monárquico José Calvo Sotelo y su influencia en el proceso conspirativo.

			El segundo aborda, por un lado, el programa político elaborado por los generales Mola, Cabanellas Ferrer y Queipo de Llano, y avalado por Goded y Sanjurjo, que eran los cinco militares que constituían la plana mayor de la conspiración, y, por otro, se analiza el papel desempeñado por las organizaciones del centro y de la derecha en la conjura que estos generales planearon.

			El tercero se centra en la trama militar de la conspiración de Mola, explicada en dos planos: el primero se refiere al componente humano y a las distintas fases de la misma; el segundo, al análisis de la conspiración en todas las provincias de España, teniendo en cuenta las demarcaciones territoriales militares en las que se dividía España en 1936. 

			Por otro lado, hemos utilizado los nombres completos de las diferentes organizaciones políticas de este periodo, reservando las siglas para aquellas que son de público conocimiento en la actualidad, como Esquerra Republicana de Cataluña (ERC), Partido Socialista Obrero Español (PSOE), Partido Comunista de España (PCE) o Partido Nacionalista Vasco (PNV), o que son excesivamente largas y se citan en numerosas ocasiones, como Confederación Española de Derechas Autónomas (CEDA), Confederación Nacional del Trabajo (CNT), Falange Española de las Juntas de Ofensiva Nacional Sindicalista (FE de las JONS), Falange Española Tradicionalista y de las Juntas de Ofensiva Nacional Sindicalista (FET y de las JONS) y las Juventudes de Acción Popular (JAP). El mismo criterio hemos mantenido para la Unión Militar Española (UME) y la Unión Militar Republicana Antifascista (UMRA).

			


		
			
PRIMERA PARTE
LAS CONSPIRACIONES CIVILES (1931-1935)


			

			
1
LA SITUACIÓN DE PARTIDA


			A cualquiera que se asome sin ojos metafísicos a lo que estaba ocurriendo en España desde comienzos del siglo [XX], le saltará a la vista la profundidad de los cambios experimentados por su sociedad. El éxodo masivo de campesinos, el crecimiento de las ciudades, la densidad y variedad de la creación cultural, la formación de una «clase media científica», la pasión de sus jóvenes por salir a Europa a completar estudios, la aparición de una clase empresarial, el auge de una sociedad profesional, la masiva afiliación sindical, los incipientes movimientos feministas: todo eso es lo que define la nueva vida social de las principales ciudades españolas desde principios del siglo y, muy especialmente, desde el comienzo de la Gran Guerra. No fue el predominio de una España arcaica, atrasada, en la que el peso de los terratenientes y el mundo rural impusieran su ley, lo que explica los conflictos sociales y políticos del primer tercio del siglo, sino más bien los problemas derivados de la rapidez y profundidad de los cambios: España era desde 1900 una sociedad en movimiento.

			Los conflictos a los que se refiere Santos Juliá[17] tenían causas profundas y se manifestarían con toda su virulencia en la década de 1930. En el orden económico, España había caído en lo que Payne denomina la «trampa del desarrollo», una situación que provocaría los mayores enfrentamientos: «El crecimiento había sido lo suficientemente grande como para fomentar la reivindicación de mejoras más rápidas; sin embargo, no se dispondría de medios para responder a estas demandas hasta que el país lograra alcanzar una fase de modernización más madura»[18]. Sin embargo, las masas populares, especialmente los 2 millones de campesinos sin tierra y los 4 millones de trabajadores urbanos, imaginaron que con la llegada de la República se solucionarían todos los males que soportaban. El resultado fue que todas esas expectativas, al no verse satisfechas, provocaron su radicalización, contribuyendo así a la desestabilización del régimen.

			La «trampa del desarrollo», aunque importante, no fue el único factor que explicaría los conflictos que definieron a nuestro país en el primer tercio del siglo XX, especialmente durante la época de la Segunda República (1931-1936) y que culminaron en la Guerra Civil (1936-1939). En este sentido, se hace necesario mencionar otros tres.

			1. La legitimación de la violencia como forma de acceso al poder. El origen de este proceso hay que buscarlo en la incapacidad de las élites socioeconómicas y del propio Alfonso XIII para adecuarse al proceso de modernización social, frenando así el paulatino deterioro del régimen de la Restauración. Para hacer frente a ese desafío podían haber optado por una progresiva democratización, que probablemente habría permitido superar la crisis existente, integrando a la izquierda, particularmente al PSOE, en el sistema. Sin embargo, optaron por la vía contraria. Así, cuando en 1923 un grupo de parlamentarios socialistas, republicanos e incluso liberales dinásticos comenzó a exigir responsabilidades por los desastres acaecidos en la guerra de Marruecos desde 1921 —Annual[19]—, la Corona y esas élites apostaron por el Ejército y apoyaron el golpe de Estado que el capitán general de Cataluña, teniente general Miguel Primo de Rivera y Orbaneja, dio en la noche del 12 al 13 de septiembre de 1923. La dictadura subsiguiente no solo supuso a medio plazo el fin de la monarquía, sino que acabó con cincuenta años de tradición liberal y parlamentaria, impidiendo la natural evolución hacia la democracia, «estrangulando a un recién nacido»[20]. Pero hubo dos consecuencias más que influirían notablemente en el periodo republicano. La primera, que «legitimó de nuevo el recurso a la violencia y a las armas para alcanzar el poder y cambiar de hecho un régimen político»[21]. Esta legitimación de la violencia fue utilizada a partir de entonces por la izquierda y por la derecha, culminando en julio de 1936. La segunda, que «provocó el ascenso social de nuevas élites políticas de derechas, salidas de los regeneracionistas, del catolicismo social, del maurismo y del tradicionalismo. Se trataba de unos sectores marcados por cierto autoritarismo y por el gusto por fórmulas corporativistas y dirigistas»[22]. Los principales líderes de la derecha en el periodo republicano pertenecerían a este grupo: José Calvo Sotelo, José María Gil-Robles y Antonio Goicoechea.

			2. La cultura militar occidental. Con este término nos referimos a una forma de pensamiento castrense surgida en Europa a mediados del siglo XIX que se definió por su carácter conservador, incluso reaccionario. Se articulaba en torno a un conjunto de valores muy precisos:

			

			—	Ultranacionalismo primario, apoyado en una mística y en unos conceptos clave, como el amor a la patria o el deber de defenderla frente a cualquier enemigo. Este planteamiento derivaba en una postura peligrosa: los militares no debían lealtad al Gobierno de turno, sino al concepto más abstracto de Nación. Así, se sintieron legitimados para actuar en política cuando sus intereses —que para ellos eran los de la Nación— se ponían en peligro[23].

			—	«Profesionalismo», que les llevó a considerar los asuntos militares dentro de su esfera exclusiva de decisión, impidiendo y rechazando la intervención de los civiles en los mismos.

			—	Cohesión interna.

			—	Lealtad a la Corona.

			—	Autonomía frente a los políticos civiles.

			—	Desconfianza hacia el sistema democrático y el movimiento obrero.

			Estos valores proporcionaron a los militares una mentalidad que tendía a identificarse con la de las élites tradicionales, de las que procedía la mayoría de la oficialidad en el caso de los Imperios alemán, austrohúngaro o ruso, aunque también ­existía un fuerte componente endógeno en su composición. Igualmente, al ser cada vez más opuestos a la cultura política dominante en Europa Occidental durante el siglo XIX, provocaron numerosos conflictos entre los militares y sus gobernantes civiles[24].

			En el caso de España, la asunción de la cultura militar occidental resultó lenta, ya que, a diferencia del resto de países europeos, el Ejército se caracterizaba por dos aspectos fundamentales. Por un lado, fue el instrumento esencial para el establecimiento del sistema liberal, al derrotar a la facción militar que defendía el Antiguo Régimen en la Primera Guerra Carlista (1833-1839/1840). Por otro, se convirtió en un actor clave en el proceso de toma de decisiones políticas, actuando no como una institución unida, sino como un conjunto de facciones donde no primaban los valores de la cultura militar occidental —respeto por el orden constituido, defensa a ultranza de la Corona, cohesión interna, defensa de la jerarquía y la disciplina, vinculación con las élites tradicionales—, sino una cultura propia de partido. Esta división alcanzó su punto culminante en el reinado de Isabel II (1843-1868) con el «Régimen de los Espadones» y, sobre todo, en la Gloriosa Revolución de 1868, en la que fue el propio Ejército el que derribó a la monarquía isabelina.

			No obstante, dos procesos históricos marcaron un cambio de mentalidad en el Ejército español. El primero, el Sexenio Revolucionario (1868-1874) y, más concretamente, la Primera República, durante la cual tuvo lugar la revolución cantonalista, que puso en peligro la unidad de España. Este proceso fue la causa del primer golpe de Estado institucional de nuestra historia, el que ocurrió el 3 de enero de 1874, encabezado por el capitán general de Castilla La Nueva, teniente general Manuel Pavía y Rodríguez de Alburquerque, apoyado por la totalidad de sus compañeros, con el objetivo de evitar que el federalista Eduardo Palanca Asensi alcanzara la Presidencia de la República. Tras el triunfo de la operación se estableció una dictadura militar encabezada por el teniente general Francisco Serrano y Domínguez, que gobernó al frente de un Ejecutivo integrado por todos los partidos, salvo el carlista y el cantonalista, y que terminó con otro pronunciamiento militar, el del general de brigada de Infantería Arsenio Martínez Campos en Sagunto (Valencia), el 28 de diciembre de 1874, que abrió el paso a la restauración de los Borbones en la persona de Alfonso XII. Durante este periodo (1874-1931), pareció que los valores que dominaban la cultura militar occidental se imponían definitivamente en el Ejército español gracias a la política de Antonio Cánovas del Castillo y a la creación de la figura del «Rey soldado». Sin embargo, acontecimientos como las campañas de Marruecos (1909-1926), la aparición de las Juntas de Defensa (1917), la dictadura del teniente general Primo de Rivera, la «cuestión artillera» (1927) o las sublevaciones militares republicanas de 1930 constataron que este proceso estaba muy lejos de consolidarse, como se demostró durante la Segunda República (1931-1936) con la aparición de la derechista y golpista UME y la republicana e izquierdista UMRA. El resultado fue que los valores sobre los que se sustentaba la cultura militar occidental fueron precisamente los que empujaron a un sector mayoritario del Ejército a sublevarse en julio de 1936, y su retraso en su asunción explicaría su división en aquel momento, lo que constituye una de las causas fundamentales del conflicto civil[25].

			3. El tercer factor fue la «brutalización» de la política que caracterizó el periodo de entreguerras en toda Europa. Este concepto adquirió carta de naturaleza académica con la publicación de la obra de George L. Mosse, Soldados caídos[26], en 1990. No obstante, no era una idea original del historiador germano-norteamericano, sino que ya había sido desarrollada por el teórico marxista alemán Karl Kautsky en 1920, que lo vinculó con tres acontecimientos que tuvieron lugar entre 1850 y 1920: la extensión del servicio militar universal, que «cultiva la afición a la lucha sangrienta»[27]; la Primera Guerra Mundial, que «brutalizó a casi todas las capas de la población» y «fomentó la aparición de concepciones primitivas porque desarrolló intensamente las ideas militaristas»[28], y la Revolución bolchevique de 1917 y sus consecuencias, que implicaron el «desencadenamiento de la guerra civil en el mundo durante una generación»[29].

			En España, esta «brutalización» adquirió gran intensidad durante la Segunda República, a pesar de la no participación en la Gran Guerra y de que el servicio militar universal[30] se introdujo tardíamente. Fue el tercer componente mencionado —el triunfo comunista en Rusia— el que desempeñó un papel clave como desencadenante de una dialéctica de revolución-contrarrevolución que culminó en el conflicto civil. La influencia del proceso revolucionario de 1917 tuvo una enorme importancia también en el ámbito militar. Azaña, en la entrada de sus Diarios correspondiente al 28 de junio, citaba el caso del general Goded, uno de los militares más destacados del Ejército español y también de los más liberales —su mentor político era Melquíades Álvarez[31], que había conspirado contra el teniente general Primo de Rivera—, sobre el que escribió: «Miedo a la indisciplina de la tropa. Una vez más me ha recordado las atrocidades de los soldados rusos con sus jefes cuando triunfó el bolchevismo: “¡Crucificaron a los coroneles!”»[32].

			

			
2
EL RÉGIMEN REPUBLICANO: LAS CAUSAS DE LAS CONSPIRACIONES


			La Segunda República nació el 14 de abril de 1931, dos días después de que la conjunción republicano-socialista triunfara en las elecciones municipales[33]. No obstante, su origen debe situarse en el Pacto de San Sebastián (1930), en el que un grupo de políticos, incluidos algunos procedentes del campo monárquico, como el antiguo ministro liberal Niceto Alcalá-Zamora y el hijo del gran político conservador Antonio Maura, Miguel Maura Gamazo[34], acordaron crear un Comité Revolucionario dedicado a la actividad insurreccional. Este organismo estuvo presidido por Alcalá-Zamora e integrado por Álvaro de Albornoz, Manuel Azaña, Marcelino Domingo, Miguel Maura e ­Indalecio Prieto. Asimismo se comprometieron a atender las reivindicaciones autonomistas de Cataluña y a establecer conversaciones formales con las organizaciones obreras[35].

			La segunda experiencia republicana de nuestra historia sigue a día de hoy sometida a un intenso, y a veces acalorado, debate centrado en su carácter democrático o revolucionario. En este sentido, Javier Tusell afirmó que se trataba de «una democracia poco democrática», mientras que Francisco Sánchez Pérez la ha definido como «un régimen democrático de masas bastante avanzado para la época y de voluntad modernizadora»[36]. Pero, más allá de estos planteamientos sobre la naturaleza del régimen, la Segunda República fue, por encima de cualquier otra consideración teórica, una democracia sin demócratas que se caracterizó porque tanto «la derecha como la izquierda y, en general, las diferentes opciones políticas, consideraban la fuerza como una alternativa aceptable al sufragio». Además, «existió una más que dudosa aceptación de la alternancia —y, por tanto, una escasa concesión de credibilidad y valor al otro, al adversario político— a la hora de gobernar»[37]. De hecho, la mayoría de los líderes políticos de cierta relevancia en este periodo conspiraron contra el régimen de alguna forma. Entre las excepciones podemos citar a Niceto Alcalá-Zamora, Miguel Maura, Manuel Portela Valladares, Francesc Cambó, Felipe Sánchez Román o Diego Martínez Barrio. Pero, salvo el último[38], el resto tuvo conocimiento de alguna —o algunas— operación golpista y jamás la denunciaron.

			Esta posición de la élite política se explicaba porque representaba proyectos antagónicos. Julio Aróstegui afirmó que estos fueron tres: el reformista, representado por Azaña y el PSOE socialdemócrata; el revolucionario, representado por el PSOE «caballerista» y las organizaciones libertarias CNT y Federación Anarquista Ibérica, y el totalitario prefascista de los monárquicos alfonsinos de Renovación Española y de la CEDA. Puesto que ninguno de ellos pudo imponerse, el resultado fue la Guerra Civil[39]. Enrique Moradiellos también defendió la existencia de esos tres proyectos: «Exactamente la misma tríada de modelos que habían surgido en Europa al compás del impacto devastador de la Gran Guerra de 1914-1918 y que competían para lograr una estabilización política e institucional a tono con sus respectivos apoyos sociales y económicos»[40]. Por el contrario, Stanley G. Payne estableció una división más matizada y amplia, distinguiendo otros grupos[41] que, sumados a los establecidos por Gil Pecharromán y Muñoz Bolaños, serían los siguientes[42]:

			

			—	Derecha reaccionaria, encarnada en la carlista Comunión Tradicionalista.

			—	Neoconservadurismo, representado por Renovación Española (Antonio Goicoechea).

			—	Neotradicionalismo, encarnado en el Partido Nacionalista Español (José María Albiñana) y el Bloque Nacional (Calvo Sotelo).

			—	Corporativismo social-cristiano, defendido por la CEDA (Gil-Robles).

			—	Fascismo, personificado en FE de las JONS (José Antonio Primo de Rivera).

			—	Democracia liberal y moderada, defendida por los partidos de centro y liberal-conservadores: Partido Republicano Radical (Lerroux)[43], Partido Republicano Liberal Demócrata (Melquíades Álvarez), Partido Agrario Español (José Martínez de Velasco)[44] y la Derecha Liberal Republicana, dividida en 1932 entre el Partido Republicano Conservador (Miguel Maura) y el Partido Republicano Progresista (Niceto Alcalá-Zamora)[45].

			—	Nacionalismo periférico y movimientos autonomistas, representado por el PNV, ERC, la Lliga Regionalista —a partir de 1933, Lliga Catalana— o el Partido ­Galleguista.

			—	Izquierda republicana moderada, encarnada por la Unión Republicana (Martínez Barrio) y el Partido Nacional Republicano (Sánchez Román).

			—	Izquierda republicana radical, defendida por Izquierda Republicana (Azaña) y el Partido Republicano Radical-Socialista (Marcelino Domingo y Álvaro de Albornoz).

			—	Socialdemocracia, personificada en el diputado del PSOE Julián Besteiro y sus seguidores.

			—	Socialdemocracia radical, encarnada en el diputado del PSOE Indalecio Prieto y sus seguidores.

			—	Socialismo revolucionario, representado por el diputado del PSOE Francisco Largo Caballero y la izquierda socialista.

			—	Leninismo, defendido por el Partido Obrero de Unificación Marxista (POUM, Andrés Nin) y el Bloque Obrero y Campesino (Joaquín Maurín).

			—	Trotskismo, defendido por Izquierda Comunista de España (dirigida por Andrés Nin hasta 1935).

			—	Estalinismo, representado por el PCE.

			—	Anarcosindicalismo, encarnado en la CNT y la Federación anarquista Ibérica.

			—	Esta pluralidad de proyectos políticos se fue reduciendo paulatinamente, siendo en las elecciones del 16 de ­febrero de 1936 fundamentalmente cuatro: el Frente Popular, que representaba a toda la izquierda, salvo al partido de Sánchez Román; las candidaturas antirrevolucionarias, que agrupaban a todas las fuerzas de la derecha, salvo a FE de las JONS y algunos monárquicos y «agrarios» disidentes; el centro, representado por el Partido de Centro Democrático, organizado por Alcalá-Zamora y Manuel Portela Valladares[46], y el nacionalismo vasco, encarnado en el PNV. Esta simplificación reflejaba el grado de polarización al que había llegado la política española en esas fechas.

			

			No obstante, a pesar de la falta de respeto por el pluralismo político y por el adversario —considerado más bien «enemigo»—, no hay duda de que en el periodo comprendido entre abril de 1931 y septiembre de 1933, los diferentes Gobiernos —especialmente los de izquierdas— intentaron resolver algunos de los principales problemas que atenazaban a la sociedad española, como la educación, las relaciones laborales, la situación del medio rural, la organización territorial del Estado, las relaciones con la Iglesia católica y la estructura de las Fuerzas Armadas[47]. Reformas todas ellas necesarias, pero que se hicieron con un espíritu sectario y ajeno al consenso, y empleando una retórica rupturista[48]. Estas formas poco adecuadas terminaron provocando un desprestigio inevitable del nuevo régimen entre los sectores conservadores y católicos. De hecho, junto al propio establecimiento del régimen republicano, fueron algunas de estas reformas, junto a otros acontecimientos que sucedieron en este periodo, las que alimentaron las conspiraciones antirrepublicanas entre 1931 y 1934.

			Alcalá-Zamora se convirtió en presidente de un Gobierno provisional el 14 de abril de 1931 y se mantuvo en el cargo hasta el 14 de octubre. Durante este periodo tuvieron lugar las elecciones a Cortes Constituyentes el 28 de junio. En estos comicios, la derecha, que estaba desorganizada tras el trauma que había supuesto la caída de la monarquía, se presentó desunida, favoreciendo así el triunfo de la conjunción republicano-socialista. De hecho, los partidos que estaban representados en el Gobierno obtuvieron el 90 % de los 470 escaños en liza. Los grupos mayoritarios fueron el PSOE (115 escaños), los radicales de Alejandro Lerroux (90) y los radicales-socialistas (61). Durante este periodo se desarrollaron tres dinámicas que tuvieron una notable influencia en las conspiraciones contra el régimen:

			1. La cuestión catalana, que se convirtió en una realidad el mismo 14 de abril con la proclamación por los dirigentes de ERC Lluís Companys —alcalde de Barcelona— y Francesc Macià —autonombrado presidente del Gobierno de Cataluña— de la «República Catalana como Estado integrante de la Federación Ibérica». Esta declaración, que suponía una violación del Pacto de San Sebastián, provocó un incidente con el Gobierno provisional. El conflicto se resolvería con el desplazamiento, el 17 de abril, de tres ministros a Barcelona —Domingo, el nacionalista catalán Lluís Nicolau y el socialista Fernando de los Ríos—, que negociaron un plan con Macià para acelerar la concesión del Estatuto de Autonomía[49]. Estos hechos provocaron un profundo disgusto entre los militares, porque afectaban a uno de los valores básicos de la cultura militar occidental: la unidad de la Patria[50].

			2. Los conflictos con la Iglesia, representados por la actitud pasiva de las autoridades ante la quema de conventos del 11 de mayo[51] y la expulsión de España del obispo de Vitoria Mateo Múgica, el 17 de mayo, y del cardenal primado de España, el arzobispo de Toledo Pedro Segura, el 14 de junio[52]. Estos acontecimientos, especialmente el primero, supusieron un desprestigio notable del nuevo régimen, identificado con el Gobierno provisional[53], porque afectaron «a la imagen de autoridad que pretendía forjarse el naciente régimen». Además, precipitaron «la decisión, adoptada por buena parte de las fuerzas derechistas, de escoger la senda de la rebeldía»[54].

			3. La puesta en marcha de la reforma militar por el ministro de la Guerra, Manuel Azaña, que implicaba la modificación de la estructura del Ejército. Así, suprimió la jurisdicción de los militares sobre los civiles, la dignidad de capitán general, el empleo de teniente general y las regiones militares, que fueron sustituidas por las nuevas divisiones orgánicas. Además, creó tres inspecciones generales[55]. No obstante, la medida más importante fue el decreto, promulgado el 26 de abril de 1931, por el que se exigía a todos los militares que quisieran seguir en activo que jurasen fidelidad a la República. Los que no quisieran hacerlo podían retirarse con todos los haberes. La mayoría de los militares decidió prestar ese juramento, y solo se negaron aquellos que eran profundamente monárquicos o que tenían posibilidades de desarrollo laboral fuera del Ejército. El resultado de estas decisiones y de otras tomadas por Azaña fue la creación de una institución castrense mejor organizada, pero no republicana: «La posibilidad de un pronunciamiento quedó intacta. Y fue facilitada por […] la simplificación de la estructura de mando»[56]. Además, «no intentó congraciarse con los militares ni captar al Ejército»[57], lo que dio lugar al mito de que su intención era «triturar» esta institución. La consecuencia fue un intenso rechazo entre los militares, ya que estas medidas atentaban contra otro valor básico de la cultura militar occidental: su parcela exclusiva de decisión[58].

			Tras la dimisión de Alcalá-Zamora —elegido presidente de la República el 10 de diciembre de 1931—, Azaña se convirtió en presidente del Consejo de Ministros y se puso al frente de un Ejecutivo integrado por radicales, republicanos de izquierdas y socialistas hasta el 16 de diciembre de 1931. Desde esa fecha hasta el 12 de septiembre de 1933, presidió gobiernos ordinarios formados exclusivamente por los dos últimos grupos. Durante este periodo hubo tres procesos que también favorecerían a los conspiradores antirrepublicanos.

			1. La Constitución de 1931. Aprobada el 9 de diciembre, esta norma fundamental fue la expresión de la mayoría parlamentaria existente en ese momento. Por tanto, era un texto ideológicamente de izquierdas, característica que se manifestaba en:

			

			—	La definición de España como «una República de trabajadores de todas las clases» (art. 1).

			—	La introducción del derecho a la autonomía de las regiones (art. 1).

			—	La socialización de la producción (art. 44).

			—	El laicismo (arts. 3, 26 y 27). Sobre este aspecto de la Constitución, Preston escribió: «La notoria ferocidad del anticlericalismo constitucional provocó que la derecha organizara sus fuerzas, al mismo tiempo que empezaba a disolverse la unión formada en San Sebastián en 1930»[59]. El resultado de esta organización sería la CEDA.

			—	El derecho al divorcio (art. 43).

			Este texto no nació fruto del consenso, sino de una mayoría parlamentaria que no representaba ideológicamente a la población española, ya que había surgido en unas condiciones muy especiales. Además, no fue ratificada en referéndum ni tampoco se convocaron elecciones tras su aprobación, impidiendo así conocer el grado de apoyo entre la ciudadanía[60]. De hecho, la derecha nunca lo reconoció como propio, y el objetivo fundamental de su principal organización política, la CEDA, fue reformarla.

			2. La concesión del Estatuto de Autonomía a Cataluña, aprobado el 9 de septiembre de 1932.

			3. La reforma agraria, aprobada el 9 de septiembre de 1932, que perjudicaba a los terratenientes, la mayoría ligados a la extrema derecha monárquica alfonsina, e implicados en algunas operaciones golpistas[61].

			Tras la caída de Azaña se sucedieron dos Ejecutivos de transición presididos por los radicales Lerroux y Martínez Barrios, convocándose elecciones legislativas bajo el Gobierno del último. Los comicios se celebraron el 16 de noviembre y su resultado supuso un basculamiento notable de la opinión política española. Así, la Unión de Derechas, que agrupaba a la CEDA, Renovación Española, Comunión Tradicionalista, Partido Agrario Español y otros grupos minoritarios, obtuvo 197 actas, de las que 115 fueron para la primera. Por su parte, los radicales obtuvieron 102 diputados, y el PSOE solo 59[62]. Desde el primer momento, los republicanos de izquierdas y socialistas no reconocieron el triunfo de la derecha y pidieron la anulación de los resultados electorales[63]. Al no poder conseguir su objetivo, presionaron para que no se entregase el poder a la CEDA, porque interpretaban que el objetivo de esta fuerza política, a la que comenzaban a acusar de fascista, era la destrucción de la República, considerada por la izquierda como su patrimonio. Es cierto que los objetivos de esta coalición derechista siempre fueron vagos, pues aunque utilizó una táctica legal, parlamentaria y no violenta, en la práctica su meta suprema, la revisión constitucional, parecía apuntar a una república católica más autoritaria y corporativista. Igualmente, jamás acató la República como forma de Estado, aunque tampoco la condenó, lo que dio lugar a una ambivalencia que debilitó su discurso político y que fue definida peyorativamente por uno de sus diputados, Ramón Serrano Suñer, como la «Táctica»[64]. Además, y dentro de ese carácter ambiguo que siempre tuvo, organizó su propio movimiento juvenil, las JAP, dirigidas por José María Valiente. A partir de 1933, esta organización pasó por un cierto vértigo de fascistización, al igual que otros grupos nacionalistas de derechas de otros países. Pero la ambivalencia de las JAP y de toda la CEDA quedó simbolizada en el saludo semifascista que se adoptó oficialmente: levantar el brazo derecho solo a medias y después doblarlo por el codo para cruzarlo por el pecho[65]. Esta suma de acontecimientos explicaría por qué Gil-Robles no fue invitado a formar Gobierno por Alcalá-Zamora, y hubo de limitarse a apoyar Ejecutivos presididos por radicales e integrados por miembros de partidos del centro y de la derecha ­republicana.

			Como resultado de la pérdida del poder por el triunfo de la derecha se produjo la progresiva radicalización de la izquierda, especialmente del PSOE, y también de ERC, que alcanzaría su punto máximo con la Revolución de 1934, iniciada el 5 de octubre con la excusa de que tres miembros de la CEDA iban a entrar en el Gobierno. Ese movimiento insurreccional, cuyo objetivo era la toma del poder por medios ilegales y la secesión de facto de Cataluña, y que Aróstegui vinculó con las pésimas condiciones de vida de los trabajadores, radicalizadas al comprobar que la República no satisfacía sus aspiraciones[66], se prolongó hasta el día 19 de ese mes. Aunque se planteó a nivel nacional, sus principales focos estuvieron en Asturias y Cataluña, y solo pudo ser derrotado gracias a la intervención del Ejército. En esta acción desempeñó un papel fundamental el general de división Francisco Franco Bahamonde, que, como asesor del ministro de la Guerra, Diego Hidalgo, elaboró el plan militar para acabar con la rebelión en Asturias[67]. En Cataluña, el responsable de poner fin al intento de secesión fue otro divisionario, el jefe de la 4.ª División Orgánica, Domingo Batet Mestres[68]. Las consecuencias de la sublevación, más allá de los cerca de 2.000 muertos y las decenas de miles de detenidos y encarcelados, fueron fundamentalmente cuatro:

			

			1.	La ruptura de la paz social, ya que «abrió una etapa disruptiva en la convivencia nacional y aceleró los procesos que desembocaron en la Guerra Civil de 1936-1939»[69].

			2.	La quiebra de la unidad del PSOE entre los seguidores de Largo Caballero, partidarios de mantener la vía revolucionaria, y los de Prieto, favorables al entendimiento con la izquierda burguesa[70].

			3.	La supresión del Estatuto de Autonomía de Cataluña.

			4.	El liderazgo militar en las conspiraciones contra el régimen, ya que los sectores civiles conservadores se convencieron de que el Ejército «constituía así la última garantía de las fuerzas tradicionales frente al cambio revolucionario, que el régimen parlamentario parecía incapaz de conjurar»[71]. Es decir, aumentó la popularidad y el prestigio de las Fuerzas Armadas, que, como afirmó Samuel E. Finer, son «un factor objetivo que puede ayudarlas a intervenir»[72]. Además, tras octubre, los militares se convencieron de que la amenaza revolucionaria era real en España y que podría volver a producirse, y ello destruiría no solo el orden social, sino también la unidad de la Patria y al propio Ejército, pudiendo repetirse en nuestro país las imágenes de Rusia en 1917, donde los revolucionarios «¡crucificaron a los coroneles!». De hecho, como señaló Payne, numerosos militares quedaron marcados por las historias sobre lo ocurrido durante esta insurrección[73].

			

			

			
3
LA PRIMERA CONSPIRACIÓN ALFONSINA: CARLISTAS Y NACIONALISTAS VASCOS Y CATALANES


			El primer grupo que se dispuso a derrocar al nuevo régimen fue el de los alfonsinos. Aunque estaban divididos entre neoconservadores y neotradicionalistas[74], su objetivo era la sustitución de la Segunda República por una nueva monarquía alejada de los principios del liberalismo clásico mediante un golpe de Estado militar. Sus postulados tenían un fuerte predicamento entre la aristocracia y la alta burguesía española, y contaron desde el primer momento con un núcleo militar liderado por los tenientes generales Emilio Barrera Luyando y José Cavalcanti de Alburquerque y Padierna, y los generales de brigada de Infantería Luis Orgaz Yoldi y de Caballería Miguel Ponte y Manso de Zúñiga[75].

			Este grupo político organizó un comité en San Juan de Luz (Francia), dirigido por Juan de la Cierva y los generales Orgaz y Ponte, para canalizar sus actividades golpistas[76]. Pero, a la vez, se acercaron a tres grupos políticos con el objetivo de ampliar la oposición republicana y dotar de apoyo popular a su plan.

			El primero fue el carlista, que a finales de 1931 constituyó la Comunión Tradicionalista. Los partidarios de la otra rama borbónica se declararon desde el primer momento enemigos de la Segunda República y crearon su propia organización militar, denominada Comité de Acción[77]. Además, encargaron a un militar «africanista», el coronel de Infantería Eugenio Sanz de Larín, la labor de modernización del Requeté, la vieja organización militar de las juventudes carlistas creada por el pretendiente don Jaime de Borbón y Borbón-Parma en 1910[78]. Sin embargo, su actuación fue «nula»[79]. Sanz de Larín, con la ayuda de Generoso Huarte, se limitó a organizar las famosas Decurias, unidades de diez hombres, de escasa efectividad militar, aunque algunas fuentes carlistas secundarias afirman que llegaron a encuadrar la fantástica cifra de 10.000 hombres[80].

			Al mismo tiempo, algunos de sus dirigentes, como Tomás Domínguez Arévalo, conde de Rodezno, de clase alta y cuyos intereses económicos podían estar amenazados por las reformas republicanas, se dispusieron a colaborar con los alfonsinos. Sin embargo, pronto surgió una división en el seno de la organización entre partidarios y adversarios de esa política. El resultado fue que a partir del 28 de septiembre se pospuso toda colaboración activa con la otra rama monárquica[81].

			El segundo grupo al que se acercaron fue el PNV, una organización católica y conservadora que a lo largo del periodo republicano basculó en torno a la dialéctica lucha por el estatuto-defensa del orden público. Inicialmente, apostaron por la primera, mostrándose dispuestos a colaborar con el Gobierno provisional[82]. Sin embargo, el enfrentamiento entre el Ejecutivo y la Iglesia católica, y de los propios jeltzales con las organizaciones de izquierdas, especialmente el PSOE[83], les hizo cambiar de opinión.

			Los alfonsinos, conocedores de esta situación, se acercaron a los nacionalistas vascospara atraerlos a su proyecto conspirativo. El encargado de hacerlo fue el general Orgaz, y su homólogo en el campo nacionalista vasco, el futuro lehendakari José Antonio Aguirre Lekube. El objetivo que perseguían los seguidores de Alfonso XIII era incorporar a su plan a las milicias del partido, los mendiogoizales (montañeros), como fuerza de choque en una futura insurrección contra el régimen republicano. Alfonsinos y jeltzales sostuvieron varias reuniones[84]. En la última, que tuvo lugar en Hendaya, a la que no asistió Aguirre[85], sino Luis María de Villalonga, participaron el alfonsino Pedro Sainz Rodríguez y los carlistas Tomás Domínguez Arévalo, conde de Rodezno, y Rafael de Olazábal. Durante el encuentro, se le ofreció al representante del PNV la restitución de los fueros a cambio de la participación de sus militantes en una insurrección contra el régimen republicano, debidamente armados y organizados por los monárquicos. Villalonga explicó que la propuesta de su partido, idéntica a la que repetirían en la primavera de 1936, era apoyar la sublevación, pero sin participación activa, salvo para mantener el orden en el territorio vasco-navarro[86]. Los conspiradores monárquicos consideraron escasa esa colaboración y exigieron un mayor compromiso, plasmado en una participación activa de los mendiogoizales que el representante jeltzale, un simple emisario, no pudo aceptar.

			Al negarse el PNV a ampliar su apoyo, los encuentros cesaron, como posteriormente reconoció de forma explícita el futuro lehendakari a Azaña el 1 de diciembre de 1932: «Aguirre me cuenta que el año pasado el partido nacionalista fue requerido por los conspiradores monárquicos para ayudarles, entre otros por el general Orgaz (de ahí vino el que lo confinase yo en Canarias), pero ellos se negaron porque no les daban garantías para sus aspiraciones»[87].

			El último grupo al que tantearon fue la Lliga Regionalista. Este partido, también católico y conservador, estaba dirigido por Francesc Cambó[88], que, a diferencia de los jeltzales, había participado en los Gobiernos de Alfonso XIII y tenía excelentes relaciones con sus seguidores[89]. No obstante, este político se opuso a un golpe de Estado, conducta que mantuvo hasta el inicio de la Guerra Civil. Así quedó reflejado en una carta que envió desde París a Sainz Rodríguez el 10 de diciembre de 1931[90]:

			

			Ventosa sale el sábado para España y allí examinará él, con los que hoy dirigen la Lliga, la sugestión de Vd. de nombrar un representante en el Comité de que me habla Vd. en su carta […].

			Yo creo que la reacción contra la demagogia que hoy gobierna se irá acentuando: solo podrían impedirlo veleidades restauradoras o precipitaciones imprudentes.

			Joan Ventosa i Calvell[91], hombre de confianza de Cambó, se convirtió a partir de entonces en su enlace con los conspiradores monárquicos, situación que se repetiría en 1936.

			Esta primera conspiración alfonsina fue desarticulada por Azaña, como indicó el político republicano en sus Diarios[92]. Pero, a pesar de su fracaso, el proyecto destacó por dos características que se reflejarían en la posterior operación de Mola. Por un lado, la necesidad de contar con apoyo civil, representado por las fuerzas políticas de la derecha —incluidas las nacionalistas vascas y catalanas—, para derribar a un Gobierno de izquierdas. Por otro, que ese apoyo incluyera la participación activa de sus milicias en el frente. No obstante, existió una diferencia determinante entre ambas conspiraciones: los seguidores de Alfonso XIII diseñaron una operación política en torno a su ideología que precisaba un componente militar para ponerla en marcha, mientras que, por el contrario, «El Director» planeó una operación controlada por el Ejército y articulada sobre un programa político concreto y no sobre una ideología determinada, con el objetivo de integrar al máximo número de partidos en la misma.

			

			

			
4
LA «SANJURJADA» (10 DE AGOSTO DE 1932)


			Aunque no hubiera sido desarticulada por Azaña, la conspiración alfonsina nunca habría triunfado, porque, por un lado, en 1931 no existía un ambiente contrario al régimen republicano, y menos aún para restaurar la monarquía. Y, por otro, los militares, salvo los generales monárquicos, no se habrían comprometido, desarticulando la trama a las órdenes del Gobierno.

			Sin embargo, a comienzos de 1932 la situación empezó a cambiar. En el Ejército existía una situación de descontento con el Gobierno —no con la República— como consecuencia de las reformas militares y el proceso estatutario de Cataluña. Dos aspectos que chocaban directamente con los valores básicos de la cultura militar occidental.

			Igualmente, en el seno del republicanismo más moderado se consideraba que el Ejecutivo de coalición entre republicanos y socialistas estaba radicalizando el régimen y poniéndolo en peligro. En este grupo se encontraban Melquíades Álvarez[93], líder del Partido Republicano Demócrata Liberal; su discípulo militar, el general Goded, jefe del Estado Mayor Central[94]; el radical Manuel Burgos y Mazo[95], y su jefe de filas, Alejandro Lerroux.

			No obstante, la figura clave del grupo era el militar de mayor prestigio en el Ejército, el teniente general José Sanjurjo Sacanell, director general de la Guardia Civil[96]. Esta importante figura castrense se había desilusionado rápidamente con la Segunda República como consecuencia de la evolución que esta había tomado. Así se lo explicó a Miguel Maura en un almuerzo que tuvieron el 12 de septiembre de 1931[97]. Los sucesos de Castilblanco (Badajoz), el 31 de diciembre de 1931, donde cuatro guardias civiles fueron linchados por unos campesinos, y los de Arnedo (La Rioja), el 5 de enero de 1932, donde seis personas fallecieron, entre ellos un niño y cuatro mujeres, por los disparos de miembros de la Benemérita, incrementaron su disgusto y su enfrentamiento con el Gobierno. Azaña tomó la decisión de cesarle, y nombró en su lugar al general de división Miguel Cabanellas Ferrer. Sanjurjo pasó entonces a la Inspección General de Carabineros (guardias de fronteras). A partir de ese momento el teniente general se convirtió en conspirador contra el Gobierno; celebrando diversas reuniones con Lerroux[98], con el que mantenía una estrecha y antigua amistad[99], y de nuevo con Miguel Maura, aunque este no se comprometió con su plan[100].

			El objetivo que perseguía este grupo cívico-militar era dar un golpe de Estado y establecer una República de orden[101], articulada en torno a tres figuras: Lerroux como presidente, Melquíades Álvarez como jefe del Gobierno y Sanjurjo al mando del Ejército[102]. A este proyecto se le comenzó a denominar «Sanjurjada»[103]. Para ponerlo en marcha se contaba con el teniente general Goded y, probablemente, Cabanellas, cuya conducta era bastante sospechosa[104]. Pero se precisaban más apoyos. Por ello Sanjurjo quiso incorporar a Franco, que se negó porque consideraba que la rebelión estaba condenada al fracaso[105].

			Por su parte, los alfonsinos, cuya conspiración contra la República se había vuelto a activar como consecuencia de la discusión en las Cortes de la Ley de Bases para la Reforma Agraria, que perjudicaba sus intereses económicos, decidieron unir su plan con el de los republicanos moderados[106]. Así, el teniente general Barrera y el general de división Manuel González Carrasco intentaron ponerse en contacto con el líder radical Lerroux, pero este los eludió, como reconoció en una entrevista concedida al diario madrileño La Libertad[107].

			El proyecto de los republicanos moderados se vino abajo tras el célebre «incidente de Carabanchel», que tuvo lugar el 27 de junio de 1932. Ese día, y en una reunión de la oficialidad de los regimientos de Infantería de la capital con los cadetes de las distintas academias militares, los generales de división Rafael Villegas Montesinos —jefe de la 1.ª División Orgánica— y de brigada de Infantería Federico Caballero García —jefe de I Brigada de Infantería— pronunciaron unos discursos muy críticos con la política militar que estaba aplicando la República y con el proyecto de Estatuto para Cataluña, y fueron apoyados por Goded, que asistía como invitado. Estas palabras molestaron al teniente coronel de Infantería Julio Mangada Rosenörn, conocido republicano y hombre de ideas izquierdistas, que se enfrentó con el jefe del Estado Mayor Central[108], lo que originó un serio percance que terminó con su arresto y con la destitución de los tres generales presentes[109].

			Tras el cese de Goded, Sanjurjo decidió vincularse al proyecto de los alfonsinos[110]. El resultado sería el fracasado golpe de Estado del 10 de agosto de 1932, dirigido por él, con el apoyo del general de brigada de Ingenieros Miguel García de la Herrán, en Sevilla, y por Barrera y Emilio Fernández Pérez, también teniente general en Madrid. En esta operación, los carlistas no participaron como grupo político, aunque la Junta Suprema de la Comunión Tradicionalista permitió a los miembros del partido hacerlo a título individual[111].

			Este golpe de Estado no tuvo éxito porque ni estuvo bien organizado ni gozó de apoyo popular. Sin embargo, algunos de sus elementos característicos se repitieron en el plan de Mola:

			

			1.	Fue el primer intento de alianza —fallido— entre monárquicos y republicanos moderados para derribar a un Gobierno de izquierdas.

			2.	En el mismo participaron tres de los cinco generales que formarían parte de la plana mayor de la conspiración de julio de 1936: Sanjurjo, Goded y Cabanellas, que fue destituido por Azaña inmediatamente después del golpe de Estado[112].

			3.	Estuvieron implicados, además de los dirigentes políticos alfonsinos, Lerroux, Melquíades Álvarez y el antiguo pasante de este y amigo íntimo de Goded, Hipólito Jiménez y Jiménez-Coronado, que tendría un papel clave en el plan de Mola[113]. Además, se intentó atraer a Miguel Maura.

			4.	Tras el triunfo de la operación militar en su primer diseño —republicano moderado—, se establecería un Gobierno civil integrado por representantes de diferentes partidos políticos.

			5.	Tanto los carlistas como el general Franco se mostraron contrarios a participar. Los primeros, porque el proyecto político de los golpistas no estaba definido. El segundo, porque no confiaba en su triunfo.

			6.	La actitud favorable de la Italia fascista, liderada por Benito Mussolini, con la que los alfonsinos habían entrado en contacto en febrero[114]. Así quedó reflejado en el siguiente telegrama enviado al Ministerio de la Gobernación el 18 de agosto de 1932[115]:

			

			El día de la sublevación en Sevilla se presentó en la oficina de telégrafos, ya incautada por los sublevados, el cónsul de Italia en Sevilla pretendiendo se cursara un telegrama al Gobierno de su país redactado en italiano y en el que se daba como triunfante el movimiento y se afirmaba que el pueblo estaba con entusiasmo al lado del mismo. El oficial de Telégrafos encargado de la ventanilla, con objeto de no cursar el telegrama, indicó al expedidor que sin la firma del general Sanjurjo no podía hacerse cargo del despacho. Al cabo de algún tiempo volvió el cónsul de Italia con el requisito que se le había exigido y entonces los oficiales de telégrafos le manifestaron que tampoco así se cursaba el telegrama.

			

			No obstante, hubo tres notables diferencias con la sublevación que puso en marcha «El Director»:

			

			1.	Se trató de una operación política, con un componente militar.

			2.	Careció de programa político definido, ya que se había planteado inicialmente como un intento de restablecer una «República de orden». Sin embargo, los alfonsinos eran partidarios de restaurar la monarquía.

			3.	La idea de un Gobierno civil que debía ocupar el poder una vez que triunfase el golpe de Estado nunca se consensuó con los alfonsinos.

			

			

			
5
LOS MILITARES: GODED, LA UME Y LA UMRA


			El fracaso de la «Sanjurjada» conllevó la detención y condena de un amplio grupo de militares, encabezados por los tenientes generales Sanjurjo, Fernández Pérez y Cavalcanti, mientras que Barrera huyó a Francia. El primero fue juzgado por un consejo de guerra sumarísimo el 24 de agosto de 1932 y condenado a muerte. Al día siguiente, la pena le fue conmutada por la de cadena perpetua y fue enviado al penal de El Dueso (Cantabria), una cárcel para presos comunes[116]. Fernández Pérez y Cavalcanti fueron condenados el 19 de julio de 1933 «a la pena de veintidós años de reclusión mayor, con las accesorias de pérdida de empleo, inhabilitación absoluta e interdicción civil», y «a la pena de diez años de prisión militar mayor, con la accesoria de separación del servicio», respectivamente[117]. Pero nunca cumplieron esas condenas. Tras las elecciones de noviembre de 1933, el Gobierno de Lerroux, a través de su ministro de Justicia, Ramón Álvarez-Valdés[118], y por influencia de la CEDA, aprobó la Ley de Amnistía del 24 de abril de 1934, que liberó a los tres militares[119]. Por su parte, Goded fue detenido en El Escorial y trasladado a Madrid. Se le acusó de haber participado en la operación golpista, aunque no lo hizo, como indicó su ayudante, el comandante de Infantería Carlos Lázaro Muñoz[120]. Absuelto de los hechos tres días después, Santiago Casares Quiroga, ministro de la Gobernación, le mantuvo en prisión cuatro meses más, hasta el 9 de diciembre[121]. El 7 de mayo de 1933, estando en situación de disponible, fue enviado a Las Palmas de Gran Canaria. El 26 de diciembre del mismo año regresó a la Península y fue autorizado para fijar su residencia en Madrid, aunque manteniendo la situación de disponible[122].

			Coincidiendo con el regreso a Madrid de Goded, se creó también en la capital de España la UME.

			Según Antonio Cacho Zabalza, esta organización clandestina fue concebida a finales de 1933 por el capitán del Estado Mayor Bartolomé Barba Hernández, aunque en su diseño también debió de participar el teniente coronel de Infantería retirado Emilio Rodríguez Tarduchy[123]. Por su parte, las declaraciones de Barba y de otro miembro de la UME, como el entonces teniente coronel Ricardo Rada Peral, insistirían en que fue el primero el que la puso en marcha a comienzos de 1934[124].

			Inicialmente, y hasta 1936, su objetivo no fue el de preparar una nueva sublevación dentro del Ejército, sino, según Barba, «acabar con los atropellos que desde el Poder se cometían y las vejaciones que desde el mismo se hacía sufrir al Ejército», añadiendo que «era una unión de carácter espiritual en la que sus componentes, sin finalidad política determinada, se disponían a intervenir en cualquier actuación encaminada a terminar con la indignidad en el ejercicio del Poder y, especialmente, a defender el prestigio de los militares»[125]. Es decir, su finalidad era apoyar los intereses corporativos de los componentes de las Fuerzas Armadas. Eso explicaría por qué recibió dinero en forma de contribución de unos 10.000 militares, aunque la militancia en la misma nunca superó el 10 % de la oficialidad[126].

			Los miembros de esta organización solo podrían pertenecer a la categoría de jefe u oficial, dominando los segundos, aunque también había «algunos jefes jóvenes». Se articuló a partir de una Junta Central sita en Madrid y formada por[127]:

			

			—	El teniente coronel Rodríguez Tarduchy. Su misión era organizar las células de afiliados, «lo que llevó en forma tan secreta que estos no se conocían entre sí más que en número de tres»[128].

			—	El comandante de Infantería retirado Luis Redondo Acuña.

			—	El capitán de Ingenieros Rafael Sánchez Sacristán.

			—	El capitán de Infantería Gumersindo de la Gándara.

			

			Además del organismo residente en Madrid, Barba nombró un representante suyo en cada división orgánica, «el cual, a su vez, designaba otro en cada plaza con guarnición militar»[129]. Estos representantes fueron[130]:

			

			—	1.ª División Orgánica: capitanes Sánchez Sacristán, De la Gándara y Malibrán.

			—	2.ª División Orgánica: comandante de Infantería Eduardo Álvarez Rementería.

			—	3.ª División Orgánica: comandante de Infantería Juan Cañada Pera.

			—	4.ª División Orgánica: capitán de Artillería José López Varela.

			—	5.ª División Orgánica: comandante de Infantería Ignacio Sabater. Posteriormente, teniente coronel Anselmo Loscertales.

			—	6.ª División Orgánica: hermanos Dávila y, más tarde, el comandante de Infantería Luis Porto.

			—	7.ª División Orgánica: coronel de Infantería Ricardo ­Serrador.

			—	8.ª División Orgánica: «no admitieron representación ni medio alguno de ayuda, pero actuaban el Capitán Emilio Bonelli, el teniente coronel Oscar Nevado y otros»[131].

			Ideológicamente, sus miembros pertenecían a corrientes muy diversas. Rodríguez Tarduchy era un antiguo partidario de la dictadura que trasladó esa lealtad al hijo de Primo de Rivera, convirtiéndose en falangista y después en carlista; Rada hizo la misma transición; Arredondo también militó en FE de las JONS, mientras que Barba era un monárquico de extrema derecha. Por el contrario, Sánchez Sacristán, De La Gándara o Eduardo Pardo Reina eran republicanos cercanos a Lerroux[132].

			La UME, como organización, comenzó a cobrar importancia tras la Revolución de Octubre, es decir, cuando empezó a extenderse en el Ejército la necesidad de intervenir en caso de que hubiera un nuevo proceso insurreccional de la izquierda. Así, a comienzos de 1935 ingresó el comandante Lázaro, ayudante de Goded. Este jefe informó a su general de las actividades de la organización, y Goded decidió entrevistarse con Barba. Según el entonces capitán, en ese encuentro le pidió que «procurase el concurso de otros generales para que, unido todo el Ejército, tuviese el movimiento un carácter jerárquico y no fuese tan solo de oficiales»[133]. Por su parte, Lázaro declaró que el general «aprobó desde el primer instante el Movimiento de la UME, que tenía carácter exclusivamente militar y apolítico por completo»[134]. En estas declaraciones se manifiesta una profunda diferencia con el modelo de conspiración que se había desarrollado hasta entonces en el periodo republicano. Ya no se trataba de una operación política que necesitase un componente militar para triunfar, sino de una acción militar desencadenada por el Ejército como institución, independiente, por tanto, y apolítica. Es decir, una repetición de la que había puesto en marcha Pavía cincuenta y nueve años antes, ya que de nuevo, como entonces, para algunos militares estaban en peligro la unidad de España y el orden social.

			Tras hablar con Barba, Goded se puso en contacto con otros generales, como los de división Franco, Villegas, Joaquín Fanjul Goñi y José Rodríguez del Barrio, y los de brigada de Infantería Orgaz y José Enrique Varela[135]. Esta actividad del general le permitió ir adquiriendo un papel de coordinador entre los diversos grupos que existían en el seno del Ejército —monárquicos y UME fundamentalmente—. Cuando, a partir de enero de 1936, comenzó la segunda fase de las conspiraciones contra la Segunda República, esos contactos le otorgaron una posición de primacía en esas operaciones.

			Por su parte, la UME se transformaría a partir de esa fecha en un elemento central del proceso conspirativo gracias a las redes que había tejido y a su extensión. Sin embargo, la capacidad de organización de sus miembros se demostraría muy deficiente en los territorios donde les correspondió la responsabilidad de diseñar el plan de sublevación dentro de la operación de Mola, Barcelona, Madrid y Valencia, que fueron los mayores fracasos de los rebeldes.

			La Revolución de Octubre no solo tuvo como consecuencia que se activara el sector conservador —mayoritario— del Ejército, sino que también lo hiciera el minoritario —progresista—. Así, a finales de 1934 el médico militar Miguel Palacios creó la Unión Militar Antifascista (UMA), y poco después, el capitán de Infantería Eleuterio Díaz Tendero, la Unión Militar Republicana (UMR). En noviembre de 1935 ambas organizaciones se fusionaron en la UMRA. Esta organización, estrechamente vinculada a la masonería, hasta el extremo de que el diputado socialista «prietista» Juan Simeón Vidarte afirmó que había nacido en las logias —idea que compartió Busquets[136]—, estaba formada por militares de ideología socialista en sus diferentes tendencias. Entre sus miembros más destacados se encontraban los generales de división Miguel Núñez de Prado y Juan García Gómez Caminero, el de brigada de Infantería Luis Castelló Pantoja; el coronel de Infantería Ildefonso Puigdéngolas; los tenientes coroneles de Infantería Mangada y de Ingenieros Ernesto Carratalá; los comandantes de Aviación Militar Felipe Díaz Sandino e Ignacio Hidalgo de Cisneros[137], de Infantería Ricardo Burillo y de Artillería Juan Hernández Saravia, y los capitanes de Infantería Luis Barceló Jover y de Artillería Urbano Orad de la Torre[138].

			No obstante, el aspecto más destacado era la localización de sus integrantes, que en julio de 1936 estaban fundamentalmente en el Ministerio de la Guerra, en el de Marina y en el de Gobernación, en las guarniciones de Madrid y Barcelona[139], y en el Arma de Aviación Militar. Esta distribución tuvo importantes consecuencias en las sublevaciones de las dos ciudades más importantes de España.

			

			

			
6
LA SEGUNDA CONSPIRACIÓN ALFONSINA: CARLISTAS, FASCISTAS Y MILITARES


			Tras el fracaso del 10 de agosto de 1932, los alfonsinos pusieron en marcha una nueva estrategia golpista articulada sobre cuatro vectores[140]:

			1. Político: representado por el nuevo partido Renovación Española, que debería encarnar y propagar los principios monárquicos en el Parlamento.

			2. Intelectual: a través de la sociedad cultural Acción Española y su revista homónima, cuyo objetivo era difundir la doctrina monárquica, especialmente entre la juventud.

			3. Militar: mediante una nueva organización clandestina, que quedó bajo la jefatura del teniente general Barrera, ante la negativa del también teniente general Severiano Martínez Anido, exiliado en Francia, a encabezarla[141]. No obstante, la figura clave sería el teniente coronel de Estado Mayor Valentín Galarza, apodado «El Técnico», que se encargaría de las relaciones con sus compañeros de armas para preparar un futuro golpe de Estado. Algunos autores han afirmado que este militar pertenecía a la UME. Barba no lo consideró como tal, sino como su enlace con los políticos monárquicos. Por el contrario, Rada lo incluyó entre los miembros de la Junta Central[142]. Parece más acertada la posición del primero, que, como jefe de la organización, tenía mayor conocimiento de sus miembros. Igualmente, también adquirió un papel muy importante el comisario de Policía Santiago Martín Báguenas, encargado del Servicio de Información bajo la dirección del capitán de Artillería retirado Jorge Vigón Suerodíaz[143].

			4. Exterior: centrado en obtener la ayuda de la Italia fascista.

			No obstante, y convencidos del escaso apoyo que tenían en la sociedad española, los alfonsinos buscaron la colaboración de otros partidos para derribar la República. El primero fue, de nuevo, la Comunión Tradicionalista, donde contaban con el apoyo del conde de Rodezno, presidente de la Junta Suprema Delegada de ese partido, y de otros miembros de la élite económica vinculados con el carlismo —José María de Oriol, Fernando Contreras o Joaquín Bau— e intelectuales —Víctor Pradera—. Este grupo, que daba muy poca importancia al problema de las ramas dinásticas[144], cooperaría con los alfonsinos en dos planos. Por un lado, el político, poniendo en marcha una oficina electoral denominada Tradicionalismo y Renovación Española, que en las elecciones parlamentarias del 19 de noviembre de 1933, obtuvo 43 diputados: 24 carlistas, 13 alfonsinos, tres monárquicos independientes y tres monárquicos «agrarios»[145]. Por otro lado, el militar. Así, los carlistas Antonio de Lizarza y Rafael Olazábal, junto a los alfonsinos Goicoechea y Barrera, suscribieron un pacto con Mussolini en Roma, el 31 de marzo de 1934, por el cual el dictador italiano se comprometía a apoyar a los dos partidos monárquicos con armas y dinero para que derribasen la Segunda República, y, a cambio, el nuevo Gobierno que surgiese después firmaría una serie de pactos con Italia que reforzarían la posición geoestratégica de este país en el mar Mediterráneo[146].

			El segundo grupo en el que se apoyaron fueron los fascistas. Los seguidores de Alfonso XIII tuvieron una influencia decisiva en la creación de FE de las JONS, al forzar la unificación de las JONS, dirigidas por Ramiro Ledesma Ramos y Onésimo Redondo, y FE, liderada por José Antonio Primo de Rivera, el 12 de marzo de 1934[147].

			La relación de los alfonsinoscon la nueva organización fascista se iba a plantear en términos diferentes a los establecidos con los carlistas, ya que se integró en la estrategia general del grupo. Así, los monárquicosdecidieron que FE de las JONS debía activar la conjura monárquica, introduciendo un nuevo vector en su táctica: la lucha callejera para provocar la desestabilización del régimen. Para lograrlo, el nuevo partido tuvo desde su origen una fuerte presencia militar en sus estructuras: el comandante de Infantería Emilio Alvargómez, jefe de Provincias; el teniente coronel Rodríguez Tarduchy; el comandante Arredondo, jefe de la Milicia del Partido, y el teniente coronel Rada y el coronel de Estado Mayor Román Ayza, como auxiliares de Arredondo, todos ellos miembros de la UME[148].

			Los alfonsinos,que controlaban la vida del partido fascista con su ayuda financiera, forzarían también la entrada de otro militar, el aviador Juan Antonio Ansaldo, cuya función fue organizar una milicia urbana eficaz capaz de desencadenar acciones terroristas y servir a los intereses monárquicos «como fuerza protectora de flanco»[149]. Ansaldo cumplió el objetivo con la creación de la llamada «Falange de Sangre», más tarde denominada «Primera Línea», que se encargó no solo de la protección de los vendedores del periódico del partido, FE —hasta entonces un blanco fácil para los pistoleros de izquierdas—, sino también de organizar acciones represivas contra sus oponentes políticos. El grado de brutalización al que llegó la organización quedaría patente con el asesinato de un confidente de la Policía que era militante del partido[150].

			Esta primera campaña terrorista desencadenada por los falangistas provocó una importante división en la élite del partido, de la que salió triunfante la posición de Primo de Rivera, partidario de la violencia reactiva y de convertir a FE de las JONS en una organización independiente con el propósito de hacer viable su ideario político. El resultado de esta lucha fue la expulsión sorpresiva de Ansaldo en julio de 1934[151] y el alejamiento de los monárquicos.

			El último proyecto político de los alfonsinos en este período fue el Bloque Nacional, creado el 8 de diciembre de 1934. Su ideólogo fue Sainz Rodríguez, pero estuvo liderado por José Calvo Sotelo[152]. De hecho, esta organización política se creó para dotar a este carismático líder derechista de una plataforma para desarrollar su actividad política. Su objetivo era, por un lado, agrupar a toda la derecha antirrepublicana, desde los monárquicoshasta FE de las JONS,en una única organización, y, por otro, estrechar las relaciones con los sectores golpistas del Ejército para preparar una sublevación militar. Una vez triunfase esta, se establecería una dictadura militar transitoria que prepararía la instauración de una monarquía neotradicional, articu­lada en un Estado totalitario y encabezada por el hijo de Alfonso XIII, don Juan, reconocido tanto por carlistas como por alfonsinos. Este proyecto, claramente favorable a las clases altas, recibiría el apoyo de los miembros de la élite económica vinculada con el carlismo —Rodezno, Lamamié de Clairac, Oriol, Bau, Ignacio y Joaquín Baleztena— y del Partido Nacionalista Español, de Albiñana, pero no del resto de fuerzas de la derecha, por lo que fracasó en sus pretensiones de amalgamarlas[153]. No obstante, el aspecto más trascendente de su planteamiento fue la asunción del liderazgo del Ejército, principal consecuencia del pánico a la revolución tras la experiencia de octubre de 1934, sin la cual no puede entenderse el nacimiento de esta coalición política. Esta subordinación y colaboración con los militares se manifestaría de forma inmediata, como declaró el carlista leridano Juan Lavaquial Llastarri[154]:

			

			En el mes de agosto de 1935, don José María Lamamié de Clairac se entrevistó en esta ciudad, en el domicilio del declarante, con el comandante don Luis Josa, en su calidad de enlace del gobernador militar general Álvarez Arenas, y con otros militares. En aquella ocasión, el señor Lamamié dio la orden de que en un día se pusieran todos los afiliados a las órdenes del Ejército. Con posterioridad, el dicente recibió diversas órdenes en el mismo sentido.

			

			

			
7
EL PROYECTO CARLISTA


			Una de las causas de que el Bloque Nacional fracasara fue el cambio de liderazgo en el carlismo. El 3 de marzo de 1934, el joven abogado sevillano Manuel Fal Conde sustituía a Rodezno y se convertía en secretario general de la Comunión Tradicionalista. Autores como Julio Aróstegui, Jordi Canal o Eduardo González Calleja —apoyándose en autores carlistas como Del Burgo o Lizarza[155]— han explicado este relevo como el triunfo de los sectores jóvenes del carlismo, contrarios a la vía parlamentaria que seguía Rodezno, y partidarios de una práctica insurreccional para derribar a la Segunda República, lo que convertiría el frente militar en la prioridad absoluta de la nueva jefatura. Sin embargo, esta tesis no se ajusta a la realidad, ya que el pacto con Mussolini demostraba que el grupo de Rodezno y sus aliados alfonsinos también estaban dispuestos a destruir el régimen republicano por medios violentos. Por tanto, la ascensión de Fal Conde no debe entenderse como el producto de un cambio de táctica en el carlismo, sino como el desplazamiento de una élite y un proyecto determinado —el representado por la alta burguesía, fundamentalmente vasco-navarra, partidaria de la alianza con los alfonsinos, con los que compartían los mismos intereses económicos—, por otro grupo integrado por un conjunto de hombres jóvenes procedentes de la clase media que deseaban convertir el carlismo en un proyecto independiente, tanto en el plano político como en el militar[156]. Esta política llevó a la desarticulación de Tradicionalismo y Renovación Española[157] —apoyada por Fal Conde[158]—, y a la prohibición expresa de que los carlistas firmaran el manifiesto del Bloque Nacional[159] y participasen en sus actos[160]. Esta restricción nunca fue completa y la Comunión Tradicionalista terminó colaborando con esa organización.

			Desde el punto de vista militar, este nuevo periodo se caracterizó porque se pusieron las bases para la creación de un ejército «popular» a partir del Requeté. Los protagonistas fundamentales de este proceso, además de Fal Conde, fueron José Luis Zamanillo, nombrado delegado nacional del Requeté[161], y el entonces coronel Varela, un alfonsino que colaboró con los carlistas[162], pero que nunca fue jefe nacional del Requeté[163].

			La misión de Varela fue reorganizar la milicia carlista a través de las «Ordenanzas del Requeté», dotadas de un fuerte sentido místico y religioso, muy cercano al decálogo de la Legión: «La suprema misión de este apostolado patriótico es esta: dar la vida por la Causa es el acto más fecundo y el servicio más útil»[164] y, sobre todo, del «Compendio de Ordenanzas, Reglamento y Obligaciones del Boina Roja, Jefe de Patrulla y Jefe del Requeté», que acabó con la organización anterior en Decurias para vertebrarse en Patrullas (homologables a escuadras de Infantería) de cinco integrantes con un jefe o cabo; Grupos (pelotones), formados por un jefe, un adelantado y tres Patrullas con un total de 20 hombres; Piquetes (secciones) con un jefe, tres enlaces, seis camilleros y tres Grupos, con un total de 70 hombres; Requetés (compañías) con un jefe y tres Piquetes, con un total de 246 componentes, y Tercio (batallón), compuesto de tres Requetés, dirigidos por un comandante[165]. Fue indudable que, gracias a este militar, la milicia carlista comenzó a tomar la forma de un verdadero ejército «popular», dotado de una mística propia, que convertía a sus miembros en cuasi monjes-guerreros. Algunos de ellos, como Lizarza, recibieron entrenamiento militar en Italia en función del pacto suscrito con Mussolini[166].

			Sin embargo, no puede pensarse que estos cambios convirtieron al Requeté en una efectiva organización militar. Crear un ejército resulta un proceso muy complejo, incluso cuando se le entrena exclusivamente para la guerra de guerrillas. Y no se había concluido cuando empezó la Guerra Civil en julio de 1936. Así lo reconocía uno de los líderes militares del carlismo, el teniente coronel de Estado Mayor Eduardo Baselga, en mayo de 1936, quien, refiriéndose a sus combatientes, escribía: «Teniendo en cuenta la falta de preparación, de hábitos de obediencia, ninguna o escasa experiencia guerrera»[167].

			Varela no fue el único militar que colaboraría con la Comunión Tradicionalista en este periodo. Miembros de la UME se incorporaron al carlismo, destacando dos militares que habían estado en FE de las JONS: el teniente coronel Rada, quien se adhirió en abril de 1935[168], convirtiéndose en inspector general del Requeté a finales de ese mismo año[169], y el propio Tarduchy. Incluso se intentó contar con el general García de la Herrán, alfonsino y compañero de Sanjurjo en la sublevación del 10 de agosto de 1932[170].

			Con estas nuevas incorporaciones, Fal Conde constituyó en julio de 1934 una Junta Técnica Militar, con representantes de todas las Armas e integrada exclusivamente por militares retirados[171], que fue la base de la futura conspiración carlista.

			

			
8
EL FRACASO DE GIL-ROBLES


			El 6 de mayo, Gil-Robles se convirtió en ministro de la Guerra. Desde el primer momento, se apoyó en «africanistas» contrarios a Azaña, que tendrían un papel determinante en la Guerra Civil. Así, los generales de división Fanjul, Franco y Goded se convirtieron en subsecretario del ministerio, jefe del Estado Mayor Central y jefe de la Primera Inspección del Ejército y director general de la Aeronáutica Militar, respectivamente. Por su parte, el general de brigada de Infantería Emilio Mola Vidal fue nombrado jefe superior de las Fuerzas Militares de Marruecos[172]. Además, inició una serie de reformas con la intención, según Blanco Escolá, de crear un «ejército-gendarme», destruyendo la labor de Azaña dirigida a crear una fuerza capaz de enfrentarse a una potencia extranjera[173].

			Estos nombramientos y esta política militar provocaron que se neutralizaran todas las operaciones en marcha tendentes a derrocar la Segunda República. Pues ni los militares alfonsinos ni los carlistas, ni mucho menos la UME, estaban dispuestos a enfrentarse a un Ejecutivo en el que colaboraban Fanjul, Franco, Goded y Mola.

			Por el contrario, Gil-Robles, que gozaba de la confianza de la mayor parte de los militares y de las clases conservadoras, se convirtió en el hombre fuerte de la política española, pactando con los radicales la futura reforma de la Constitución de 1931, que supondría la creación de una segunda cámara legislativa, la modificación de la legislación educativa, la regulación del sistema autonómico y la revisión de la legislación sobre religión, propiedad y sistema financiero[174]. Lerroux presentó un anteproyecto el 5 de julio que suponía la modificación de 41 artículos de la Constitución. Para estudiarlo se creó una comisión, presidida por Ricardo Samper, que no iniciaría sus trabajos hasta el mes de octubre[175].

			Ante esta nueva coyuntura, la mayoría de las organizaciones que hasta entonces habían apostado por la destrucción violenta de la Segunda República decidieron buscar el acuerdo con el líder de la CEDA, contribuyendo así a moderar el régimen republicano. Los primeros en acercarse a Gil-Robles fueron los alfonsinos, y más concretamente los miembros del Bloque Nacional. Así quedó patente en el intercambio epistolar que sostuvieron Sainz Rodríguez y Gil-Robles entre abril y mayo de 1935[176]. Calvo Sotelo también compartía el planteamiento de su compañero de organización, convencido de que el proceso de derechización de la República iniciado por el líder de la CEDA le favorecía, por lo que llegó a afirmar que su «hora no es de hoy ni de mañana. Es de pasado mañana»[177].

			Esta posición de colaboración con la CEDA también fue la de Alfonso XIII, como denunció José Félix de Lequerica en una carta al conde de los Andes el 2 de octubre de 1935[178]:

			

			Me preocupa mucho la gente a la que veo ir a Roma con propósito de hacer preguntas políticas a Su Majestad. Más concretamente a preguntarle si deben seguir en la CEDA, para volver a España contando que el Rey les ha mandado seguir con Gil-Robles, Giménez Fernández y Lerroux. Hay una porción de monárquicos españoles que no renuncian a ser republicanos del Real Orden. Y a que los monárquicos lo sean tan solo para «bodas y bautizos» sin más misión política […].

			El Rey puede hablar con respeto para sus ideas a cuantos españoles de buena fe se le presenten y le digan que creen servir a España siguiendo a Lerroux, Azaña, Gil-Robles, Domingo, Besteiro y demás jefes republicanos socialistas. Les puede proclamar incluso buenos españoles y reconocer su recta intención, esperando en su visión superior tenerlos algún día a su lado. Lo que no puede decirles es que en esos partidos, con esos jefes y en servicio del régimen, siguen siendo monárquicos. O acabaremos todos por volvernos locos. Si estos hombres en plena República, fervorosos en consolidarla, ocupando todos sus puestos, hartos de prebendas, honores y dignidades republicanas siguen siendo a juicio del Rey buenos monárquicos, ¿qué ridículo papel de lamentables cornudos es el de los monárquicos leales, francos, decididos, a prueba de oposición y sacrificio?

			Otro ejemplo de la disconformidad de algunos monárquicos con esta actitud de colaboración con Gil-Robles fue una misiva de Jorge Vigón a Sainz Rodríguez, fechada en Colunga (Asturias) el 30 de julio de 1935, en la que le acusaba de «que entre unas y otras cosas hayas olvidado poner en marcha el asunto de Valentín [Galarza]»[179]. El resultado de estas distensiones fue que la actividad de los alfonsinos, muy débil después de los fracasos anteriores, quedó en una situación de impasse[180].

			Igual actitud adoptaron los carlistas, aunque en este caso el acercamiento a la CEDA resultaba contradictorio dado el desprecio que don Alfonso Carlos de Borbón y Austria-Este —pretendiente desde la muerte de su sobrino don Jaime en 1931— sentía por su ideología, como quedó claro en una carta que envió a Fal Conde: «Muy bien haces de luchar contra los socialistas cristianos. El papa Pío X me dijo varias veces que no los podía ver»[181]. Pero esta posición cambiaría, y en una nueva misiva el pretendiente llegó a defender que prefería una «República cristiana como la de Dollfuss antes que una monarquía liberal»[182]. Además, don Alfonso Carlos y muchos carlistas no se sentían cómodos con los alfonsinos, y menos con el Bloque Nacional por su carácter totalitario, considerando que su ideario estaba más cerca de Gil-Robles[183]. Por eso el pretendiente animó a Fal Conde a tejer alianzas con esta coalición, convencido de que el futuro del carlismo pasaba por la incorporación de la CEDA y la creación de un gran partido católico de derecha contrarrevolucionaria dirigido por su persona[184]:

			

			Sumo gusto me dio lo que me escribes de que el diputado Valiente es posible vaya pronto a nosotros; haces muy bien de tratar de que se decida. Si es un íntimo amigo de Gil-Robles, podrá ganar si no a este, a gente de la CEDA para que se unan. Yo creo siempre que un día Gil-Robles se nos venga. ¡Excelente cosa sería si al romper con el Bloque, nosotros, se nos viniesen varios de la CEDA!

			José María Valiente, líder de las JAP, terminó uniéndose a la Comunión Tradicionalista en noviembre de 1935[185], y fue uno de los pocos miembros relevantes de la CEDA que lo hicieron, ya que los principios ideológicos del carlismo constituían una barrera muy difícil de atravesar para los posibilistas católicos y, en general, para importantes sectores conservadores españoles. Además, el solo hecho de que se planteara la posibilidad de unión entre CEDA y Comunión Tradicionalista demostraba que tanto Fal Conde como don Alfonso Carlos desconocían completamente la realidad política española.

			La única organización partidaria de la destrucción violenta de la República que decidió no colaborar con Gil-Robles fue FE de las JONS. Los fascistas españoles, desde los sucesos de octubre, habían apostado por una intervención del Ejército como única posibilidad viable de acabar con la supuesta amenaza revolucionaria. Por eso José Antonio escribió «Carta a un militar español» en noviembre de 1934, donde insistía en la necesidad de que la institución castrense apoyase un «Movimiento Nacional» que no fuera de izquierdas ni de derechas, o que, al menos, no se opusiera a él si se desencadenaba[186]. No obstante, todas estas peticiones tuvieron nulo éxito, ya que el generalato apoyaba a Gil-Robles.

			La ausencia de interlocutores en la élite del Ejército llevó al líder falangista a ponerse en contacto con la UME, exigiendo al capitán Barba la que iba a ser una de las constantes de su acción a partir de este momento: «Todo el Poder para Falange Española», tras el golpe de Estado que derribase la Segunda República. El militar, que no era fascista, le contestó que «no contaba con hombres para gobernar», a lo que Primo de Rivera «le opuso que con un año de libertad de propaganda los tendría»[187].

			Este deseo de colaboración con el Ejército en una operación que derribase el régimen republicano tendría una nueva manifestación en la reunión de la Junta Política del partido, que tuvo lugar en el Parador de Gredos, el 16 de junio de 1935, donde se discutió la posibilidad de que se organizara una marcha para tomar el poder con el apoyo del Ejército el 27 de diciembre, encabezada por el coronel de Infantería José Moscardó Ituarde, director de la Escuela Central de Gimnasia de Toledo. Franco la prohibió[188].

			La situación de primacía de Gil-Robles iba a cambiar con el estallido de los escándalos «Estraperlo» y «Nombela», que supusieron el fin del Partido Radical. El líder de la CEDA creyó que había llegado el momento de ocupar la Presidencia del Consejo de Ministros. Sin embargo, Alcalá-Zamora se negó a entregarle el poder el 11 de diciembre. Ante esta tesitura, el líder socialcristiano decidió apartarse mientras Fanjul sondeaba a un grupo de generales —Franco, Goded y Varela— para que estudiaran la posibilidad de dar un golpe de Estado. Posibilidad que, sin embargo, era inviable por la división existente en el Ejército, la imposibilidad de contar con la Guardia Civil y la Policía, la casi segura resistencia de las masas izquierdistas y la negativa de Franco a participar[189]. Mola, según Blanco Escolá, como Franco, tampoco estuvo dispuesto a colaborar porque no había perdido sus cargos, a diferencia de Fanjul y el propio Gil-Robles[190]. Por el contrario, la UME se dispuso a apoyar la operación, como señaló Barba, en constante contacto con Goded[191]:

			

			El día que, en diciembre de 1935, fueron arrojados del Poder los radicales y la CEDA, se reunieron en el despacho del ministro saliente de la Guerra, señor Gil-Robles, este y los generales Franco, Fanjul y Goded. El declarante esperaba el resultado de la reunión en el domicilio del último, quien llegó muy contrariado y violento, y le refirió que en aquella entrevista se planteó la urgente necesidad de dar un golpe de Estado para salvar a la Nación del grave riesgo a que se la llevaba; que una vez presentada esta cuestión, Gil-Robles se retiró, dejando en su despacho de ministro a los tres generales, lo que equivalía a poner en manos de estos la decisión, puesto que allí estaban todos los teléfonos oficiales, desde los que podían haber dado las órdenes que tuvieran por convenientes, pero no llegaron a un acuerdo.

			El fracaso de este intento involucionista abrió el camino para que Alcalá-Zamora encargase al republicano liberal Manuel Portela Valladares la formación de un nuevo Gobierno, que se constituyó el 15 de diciembre de 1935. El nuevo Ejecutivo estaba integrado por republicanos de centro-derecha, pero no incluía a representantes de la CEDA. Su duración fue efímera, pues no pudo prorrogar el presupuesto, por lo que el presidente de la República decidió disolverlas el 7 de enero de 1936 y convocar nuevas elecciones para el 16 de febrero[192].
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